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Medellín, primero (1°) de junio del dos mil veintidós (2022) 

 

Procede la suscrita Magistrada a resolver el recurso de apelación interpuesto 

por el apoderado de la parte demandante contra el auto fechado el 21 de 

febrero de 2022, a través del cual el Juzgado 4º Civil del Circuito de Medellín 

rechazó la demanda por estimar incumplido requisito exigido en auto 

inadmisorio. 

 

DECISIONES IMPUGNADAS 

Por auto del 2 de febrero pasado, el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de 

Medellín, inadmitió la demanda en el asunto de la referencia, exigiendo, entre 

otros requisitos “Adjuntar el certificado del avalúo catastral de los bienes 

inmuebles o en su defecto un documento en el que conste el mismo, como lo 



es el impuesto predial, de acuerdo con el artículo 26 numeral 6 incido final del 

CGP (Art. 84-5 CGP” 

 

El demandante presentó escrito de subsanación de requisitos, pero en relación 

con el que viene de reseñarse, expresó que ni el artículo 26-6 del Código 

General del proceso, ni el art. 84-5 del mismo estatuto, exigen acompañar 

como anexo de la demanda certificado de avalúo catastral ni facturas de 

impuesto predial, si bien establece como criterio para determinar la cuantía el 

avalúo catastral del inmueble de que se trate. Expresó también que por no 

ostentar aún el demandante la calidad de propietario por cuanto la 

constructora no le ha otorgado la escritura, no lo es posible obtener tales 

documentos para satisfacer la exigencia del despacho, que en todo caso no 

encuentra respaldo en los artículos 82, 83 y 84 que regulan el tema de los 

requisitos formales de la demanda. 

 

Por auto del 21 de febrero, el a-quo dispuso el rechazo de la demanda al no 

haberse satisfecho el aludido requisito “puesto que no se allegaron los 

certificados de avalúo catastral de los bienes inmuebles o en su defecto un 

documento en el que conste el mismo, como lo es el impuesto predial de 

conformidad con el artículo 26 numeral 6 inciso final del CGP, ello por cuanto 

se debía determinar la competencia en cuanto factor cuantía, lo cual no 

sucedió en este caso, luego la consecuencia es el rechazo de la demanda 

como lo dispone el artículo 90 inciso 4 del CGP.” 

 

LOS RECURSOS INTERPUESTOS 

Contra el auto de rechazo interpuso el abogado demandante los recursos de 

reposición y, en subsidio, apelación, reiterando lo dicho desde el escrito de 

subsanación de requisitos, resaltando que como también allí lo expresó, había 

solicitado a la constructora le suministrara las últimas facturas de impuesto 

predial, lo que le fue entregado luego del vencimiento del término concedido, 

las que aporta con este último escrito, y que evidencian la competencia del 

juzgado para conocer de este asunto. 

 

LA NEGATIVA DEL RECURSO HORIZONTAL. 



Por auto del 31 de marzo pasado, el a-quo negó la reposición pedida, para lo 

cual partió de citar los artículos 90 y 26-6 del C.G.P., resaltando que, conforme 

a este, en los procesos de restitución de tenencia diferente a la generada por 

arrendamiento, la cuantía se determina por el valor de los bienes, que 

tratándose de inmuebles será el avalúo catastral. Que en este caso se 

pretende la restitución de varios inmuebles detentados por la parte 

demandada a título de comodato precario, por lo que hizo la exigencia de que 

trata el artículo 26-6 del C.G.P., y que  “contrario a lo expuesto por el 

recurrente el artículo 82 numeral 11 y artículo 84 numeral 5 se debe cumplir 

los requisitos de ley para presentación de la demanda; en este caso con el 

documento o soporte para determinación de la cuantía según el avaluó 

catastral de los bienes inmuebles a restituir”. 

 

Dijo finalmente que mediante recursos no es posible proponer cuestiones no 

planteadas antes frente al juez autor de la providencia atacada, y que como 

los documentos ahora aportados no se allegaron dentro del término concedido 

por el artículo 90 del citado estatuto, no reponía el auto, por lo que concedió 

la apelación interpuesta en subsidio. Para resolver la cual se, 

 

CONSIDERA 

Cabe recordar delanteramente que el recurso de apelación contra el auto de 

rechazo se extiende al que negó su admisión (art. 90 C.G.P.). Y advierte la 

suscrita magistrada en este aspecto que la exigencia de acompañar con la 

demanda en asuntos de esta naturaleza el avalúo catastral del inmueble de 

que se trate, carece de respaldo legal, pues el artículo 26, referente a la 

determinación de la cuantía, establece en su numeral 6º cómo se determina 

tal aspecto en los procesos de restitución de tenencia, disponiendo en su 

aparte final que “En los demás procesos de tenencia la cuantía se determinará 

por el valor de los bienes, que en el caso de los inmuebles será el avalúo 

catastral.”. Claramente la norma no exige anexar ese avalúo catastral. El 

artículo anterior (art. 25), establece que cuando la competencia se determine 

por la cuantía, los procesos son de mayor, menor y mínima cuantía, siendo 

de esta última naturaleza cuando versen sobre pretensiones patrimoniales 

que no excedan el equivalente a 40 salarios mínimos legales mensuales 

vigentes; de menor cuantía si exceden el equivalente a 40 salarios sin pasar 



de 150; y, de mayor cuantía cuando excedan el equivalente a 150 salarios 

mínimos legales mensuales vigentes. 

 

Por su parte el artículo 82 del mismo cuerpo normativo, que establece los 

requisitos formales de la demanda, esto es, lo que el libelo debe relacionar, 

enlista en su numeral 9 “La cuantía del proceso, cuando su estimación sea 

necesaria para determinar la competencia o el trámite”. A los anexos se refiere 

el artículo 84, de la siguiente literalidad: 

“A la demanda debe acompañarse: 

1. El poder para iniciar el proceso, cuando se actúe por medio de apoderado. 

2. La prueba de la existencia y representación de las partes y de la calidad 

en la que intervendrán en el proceso, en los términos del artículo 85. 

3. Las pruebas extraprocesales y los documentos que se pretenda hacer 

valer y se encuentren en poder del demandante. 

4. La prueba de pago del arancel judicial, cuando hubiere lugar. 

5. Los demás que la ley exija.” 

 

Como se advierte, tampoco el artículo 84 exige que se acompañe con el libelo 

prueba de la cuantía, ni lo exige ninguna norma específica para el proceso de 

restitución de tenencia, sea por arrendamiento o por causa distinta (arts. 384 

y 385), que si así fuera, sería anexo necesario conforme a esa puntual 

disposición (que para el caso no existe) porque a ella se entendería la remisión 

del numeral 5º del artículo 84, citado. 

 

El examen conjunto de las disposiciones reseñadas permite concluir que la 

cuantía simple y llanamente es un requisito formal de la demanda, que debe 

cumplir el demandante señalando en el libelo si es mayor, menor o mínima, 

atendiendo lo establecido por el artículo 25, y considerando, claro está -

tratándose de asuntos de esta naturaleza-, el avalúo catastral del inmueble 

(art. 26-6), pero en manera alguna se exige el anexo extrañado por el señor 

juez a-quo en el auto inadmisorio, y siendo así, mal pudiera el incumplimiento 

de tal exigencia soportar un auto de rechazo. Ahora, el eventual error del 

demandante en este punto daría lugar a la posibilidad de que el demandado 

propusiere la excepción previa de falta de competencia (art. 100-1 C.G.P.), 



defecto que, de no ser alegado en tal oportunidad, se subsanaría (art. 102 

ib.). 

 

Es que no puede perderse de vista que, a términos del artículo 13 del citado 

estatuto, las normas procesales son de orden público y por lo mismo de 

obligatorio cumplimiento “y en ningún caso podrán ser derogadas, 

modificadas o sustituidas por los funcionarios o particulares, salvo 

autorización expresa de la ley…” que es lo implica ver en el artículo 26-6 lo 

que la norma no dice, que la prueba del avalúo catastral sea anexo de la 

demanda en tales casos. 

 

Pero es que además no puede soslayarse que, conforme al artículo 11, 

ubicado en el Título Preliminar del Código General del Proceso, al interpretar 

la ley procesal, debe el juez tener en cuenta que el objeto de los 

procedimientos en la efectividad de los derechos reconocidos por la ley 

sustancial, y “Las dudas que surjan en la interpretación de las normas del 

presente Código deberán aclararse mediante la aplicación de los principios 

constitucionales y generales del derecho procesal garantizando en todo caso 

el debido proceso, el derecho de defensa, la igualdad de las partes y los demás 

derechos constitucionales fundamentales. El juez se abstendrá de exigir y de 

cumplir formalidades innecesarias.” De suerte que si alguna duda permitiera 

el artículo 26-6, que para la suscrita magistrada no es así, ha debido el señor 

juez a-quo interpretarlo en la forma ordenada por el precepto en cita, como 

garante del debido proceso que, lógicamente, comienza garantizando el 

derecho de acceso a la administración de justicia, dando así vigencia al 

artículo 2º ib. 

 

Lo visto resulta suficiente para concluir que asiste razón al apelante y es por 

ello que la suscrita magistrada, 

 

R E S U E L V E 

PRIMERO: REVOCAR el auto de fecha y procedencia indicadas. 

SEGUNDO: Devuélvanse las copias digitales al juzgado de origen. 
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